
OFICIO 220 – 0002840 DEL 19 DE ENERO DE 2015 

ASUNTO: Ley 1527 de 2012 

Me refiero a su comunicación radicada con el número 2014-01-532646, mediante 

la cual formula una serie de interrogantes, relacionados la Ley 1527 de 2012, por 

medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento 

directo y se dictan otras disposiciones, particularmente con los alcances del 

artículo 7º. 

La consulta según sus términos se eleva con el fin de resolver las siguientes 

inquietudes. 

- Cuando un trabajador renuncie o sea retirado del servicio de la entidad y tenga 

una libranza efectiva al día de cese del cargo, la entidad que aplica los descuentos 

puede descontar el valor igual o hasta agotar el dinero de la propia liquidación del 

trabajador o hasta que porcentaje? 

- En qué casos se puede descontar este valor y cuáles son los requisitos? 

- Las entidades financieras, cooperativas o cajas de compensación pueden exigir 

ésta cláusula o requisito (autorización de la liquidación hasta por el valor de la 

deuda) para otorgar el crédito? 

- En caso de no aceptar esta cláusula o requisito las entidades pueden restringir el 

acceso al crédito? 

Para el efecto, antes de referirse a sus inquietudes es necesario transcribir 

algunas de las normas de la ley 1527, así: 

Artículo 1°. Objeto de la libranza o descuento directo. Cualquier persona 

natural asalariada, contratada por prestación de servicios, asociada a una 

cooperativa o precooperativa, fondo de empleados o pensionada, podrá adquirir 

productos y servicios financieros o bienes y servicios de cualquier naturaleza, 

acreditados con su salario, sus pagos u honorarios o su pensión, siempre que 

medie autorización expresa de descuento dada al empleador o entidad pagadora, 

quien en virtud de la suscripción de la libranza o descuento directo otorgada por el 

asalariado, contratista o pensionado, estará obligado a girar los recursos 

directamente a la entidad operadora. 

Parágrafo 

La posibilidad de adquirir productos y servicios financieros o bienes y servicios de 

cualquier naturaleza a través de libranza no constituye necesariamente, a cargo 



del operador la obligación de otorgarlos, sino que estarán sujetos a la capacidad 

de endeudamiento del solicitante y a las políticas comerciales del operador. 

Artículo 2°. Definiciones aplicables a los productos y servicios financieros 

adquiridos mediante libranza o descuento directo 

Las siguientes definiciones se observarán para los efectos de aplicación de la 

presente ley: 

a) Libranza o descuento directo. Es la autorización dada por el asalariado o 

pensionado, al empleador o entidad pagadora, según sea el caso, para que realice 

el descuento del salario, o pensión disponibles por el empleado o pensionado, con 

el objeto de que sean giradas a favor de las entidades operadoras para atender 

los productos, bienes y servicios objeto de libranza. 

b) Empleador o entidad pagadora. Es la persona natural o jurídica, de naturaleza 

pública o privada, que tiene a su cargo la obligación del pago del salario, 

cualquiera que sea la denominación de la remuneración, en razón de la ejecución 

de un trabajo o porque tiene a su cargo el pago de pensiones en calidad de 

administrador de fondos de cesantías y pensiones. 

c) Entidad operadora. Es la persona jurídica o patrimonio autónomo conformado 

en desarrollo del contrato de fiducia mercantil que realiza operaciones de libranza 

o descuento directo, por estar autorizada legalmente para el manejo del ahorro del 

público o para el manejo de los aportes o ahorros de sus asociados, o aquella que, 

sin estarlo, realiza dichas operaciones disponiendo de sus propios recursos o a 

través de mecanismos de financiamiento autorizados por la ley. En estos casos 

deberá estar organizada como Instituto de Fomento y Desarrollo (Infis), sociedad 

comercial, sociedades mutuales, o como cooperativa, y deberá indicar en su 

objeto social la realización de operaciones de libranza, el origen lícito de sus 

recursos y cumplir con las demás exigencias legales vigentes para ejercer la 

actividad comercial. Estas entidades operadoras estarán sometidas a la vigilancia 

de la Superintendencia de Sociedades. 

d) Beneficiario. Es la persona empleada o pensionada, titular de un producto, 

bien o servicio que se obliga a atender a través de la modalidad de libranza o 

descuento directo. 

Parágrafo 1º. 

Para efectos de la presente ley, se entiende como asalariado aquel que tenga un 

contrato laboral vigente suscrito entre el deudor que autoriza los descuentos y la 

entidad pagadora, como contratista aquel que tenga un contrato u orden de 

prestación de servicios vigente, como asociado aquel que se encuentre vinculado 



a una cooperativa o precooperativa, como afiliado aquel que se encuentre 

vinculado a un fondo administrador de cesantías y como pensionado aquel que 

tenga la calidad de beneficiario de una mesada o asignación pensional. 

Parágrafo 2°. 

En los casos en los que la persona jurídica realice operaciones de libranza con 

cargo a recursos propios, o a través de mecanismos de financiamiento autorizados 

por la ley, las Superintendencias Financiera, Solidaria y de Sociedades deberán 

diseñar mecanismos idóneos y suficientes para controlar el origen lícito de los 

recursos. 

Parágrafo 3º. 

Se encuentran expresamente excluidas del ámbito de aplicación de la presente 

ley, las cooperativas de trabajo asociado y sus trabajadores asociados. 

Artículo 3°. Condiciones del crédito a través de libranza o descuento directo 

. Para poder acceder a cualquier tipo de producto, bien o servicio a través de la 

modalidad de libranza o descuento directo se deben cumplir las siguientes 

condiciones: 

1. Que exista autorización expresa e irrevocable por parte del beneficiario del 

crédito a la entidad pagadora de efectuar la libranza o descuento respectivo de 

conformidad con lo establecido en la presente ley. 

2. Que en ningún caso la tasa de interés correspondiente a los productos y 

servicios objeto de libranza, supere la tasa máxima permitida legalmente. 

3. Que la tasa de interés pactada inicialmente sólo sea modificada en los eventos 

de novación, refinanciación o cambios en la situación laboral del deudor 

beneficiario, con su expresa autorización. 

4. Que para adquirir o alquilar vivienda, el deudor beneficiario podrá tomar un 

seguro de desempleo, contra el cual eventualmente podrá repetir la entidad 

operadora en los casos de incumplimiento. 

5. Que la libranza o descuento directo se efectúe, siempre y cuando el asalariado 

o pensionado no reciba menos del cincuenta por ciento (50%) del neto de su 

salario o pensión, después de los descuentos de ley. Las deducciones o 

retenciones que realice el empleador o entidad pagadora, que tengan por objeto 

operaciones de libranza o descuento directo, quedarán exceptuadas de la 

restricción contemplada en el numeral segundo del artículo 149 del Código 

Sustantivo del Trabajo. 



Parágrafo 1°. 

La cesión de créditos objeto de libranza otorgados por las entidades operadoras 

implicará, por ministerio de la ley, la transferencia en cabeza del cesionario del 

derecho a recibir del empleador o entidad pagadora el pago del bien o servicio que 

se atiende a través de la libranza o autorización de descuento directo sin 

necesidad de requisito adicional. En caso de que tales créditos se vinculen a 

procesos de titularización, el monto del descuento directo correspondiente a 

dichos créditos será transferido con sujeción a lo dispuesto en esta ley, por la 

entidad pagadora a favor de la entidad legalmente facultada para realizar 

operaciones de titularización que tenga la condición de cesionario, quien lo podrá 

recibir directamente o por conducto del administrador de los créditos designado en 

el proceso de titularización correspondiente. 

Parágrafo 2°. 

En los casos en que el monto a pagar por concepto de los productos objeto de 

libranza para descuento directo esté estipulado en modalidad determinable con 

referencia a un índice o unidad de valor constante, el beneficiario podrá autorizar 

el descuento directo por una cuantía mínima mensual definida de común acuerdo 

con la entidad operadora. 

Artículo 3°. Condiciones del crédito a través de libranza o descuento directo 

Para poder acceder a cualquier tipo de producto, bien o servicio a través de la 

modalidad de libranza o descuento directo se deben cumplir las siguientes 

condiciones: 

1. Que exista autorización expresa e irrevocable por parte del beneficiario del 

crédito a la entidad pagadora de efectuar la libranza o descuento respectivo de 

conformidad con lo establecido en la presente ley. 

2. Que en ningún caso la tasa de interés correspondiente a los productos y 

servicios objeto de libranza, supere la tasa máxima permitida legalmente. 

3. Que la tasa de interés pactada inicialmente sólo sea modificada en los 

eventos de novación, refinanciación o cambios en la situación laboral del 

deudor beneficiario, con su expresa autorización. 

4. Que para adquirir o alquilar vivienda, el deudor beneficiario podrá tomar un 

seguro de desempleo, contra el cual eventualmente podrá repetir la entidad 

operadora en los casos de incumplimiento. 



5. Que la libranza o descuento directo se efectúe, siempre y cuando el asalariado 

o pensionado no reciba menos del cincuenta por ciento (50%) del neto de su 

salario o pensión, después de los descuentos de ley. Las deducciones o 

retenciones que realice el empleador o entidad pagadora, que tengan por objeto 

operaciones de libranza o descuento directo, quedarán exceptuadas de la 

restricción contemplada en el numeral segundo del artículo 149 del Código 

Sustantivo del Trabajo. 

Parágrafo 1°. 

La cesión de créditos objeto de libranza otorgados por las entidades operadoras 

implicará, por ministerio de la ley, la transferencia en cabeza del cesionario del 

derecho a recibir del empleador o entidad pagadora el pago del bien o servicio que 

se atiende a través de la libranza o autorización de descuento directo sin 

necesidad de requisito adicional. En caso de que tales créditos se vinculen a 

procesos de titularización, el monto del descuento directo correspondiente a 

dichos créditos será transferido con sujeción a lo dispuesto en esta ley, por la 

entidad pagadora a favor de la entidad legalmente facultada para realizar 

operaciones de titularización que tenga la condición de cesionario, quien lo podrá 

recibir directamente o por conducto del administrador de los créditos designado en 

el proceso de titularización correspondiente. 

Parágrafo 2°. 

En los casos en que el monto a pagar por concepto de los productos objeto de 

libranza para descuento directo esté estipulado en modalidad determinable con 

referencia a un índice o unidad de valor constante, el beneficiario podrá autorizar 

el descuento directo por una cuantía mínima mensual definida de común acuerdo 

con la entidad operadora. 

Artículo 6°. Obligaciones del empleador o entidad pagadora 

Todo empleador o entidad pagadora estará obligada a deducir, retener y girar de 

las sumas de dinero que haya de pagar a sus asalariados, contratistas, afiliados o 

pensionados, los valores que estos adeuden a la entidad operadora para ser 

depositados a órdenes de esta, previo consentimiento expreso, escrito e 

irrevocable del asalariado, contratista, afiliado o pensionado en los términos 

técnicos establecidos en el acuerdo que deberá constituirse con la entidad 

operadora, en virtud a la voluntad y decisión que toma el beneficiario al momento 

de escoger libremente su operadora de libranza y en el cual se establecerán las 

condiciones técnicas y operativas necesarias para la transferencia de los 

descuentos. El empleador o entidad pagadora no podrá negarse 

injustificadamente a la suscripción de dicho acuerdo. 



La entidad pagadora deberá efectuar las libranzas o descuentos autorizados de la 

nómina, pagos u honorarios, aportes o pensión de los beneficiarios de los créditos 

y trasladar dichas cuotas a las entidades operadoras correspondientes, dentro de 

los tres días hábiles siguientes de haber efectuado el pago al asalariado, 

contratista, afiliado, asociado o pensionado en el mismo orden cronológico en que 

haya recibido la libranza o autorización de descuento directo. 

Igualmente, el empleador o entidad pagadora tendrá la obligación de verificar, en 

todos los casos, que la entidad operadora se encuentra inscrita en el Registro 

Único Nacional de Entidades Operadores de Libranza. 

Parágrafo 1°. 

Si el empleador o entidad pagadora no cumple con la obligación señalada en el 

presente artículo por motivos que le sean imputables, será solidariamente 

responsable por el pago de la obligación adquirida por el beneficiario del crédito. 

Parágrafo 2°. 

En caso de desconocerse el orden de giro estipulado en este artículo, el 

empleador o entidad pagadora será responsable por los valores dejados de 

descontar al asalariado, asociado, afiliado o pensionado por los perjuicios que le 

sean imputables por su descuido. 

Artículo 7º. Continuidad de la autorización de descuento 

En los eventos en que el beneficiario cambie de empleador o entidad pagadora, 

tendrá la obligación de informar de dicha situación a las entidades operadoras con 

quienes tenga libranza, sin perjuicio de que la simple autorización de 

descuento suscrita por parte del beneficiario, faculte a las entidades 

operadoras para solicitar a cualquier empleador o entidad pagadora el giro 

correspondiente de los recursos a que tenga derecho, para la debida 

atención de las obligaciones adquiridas bajo la modalidad de libranza o 

descuento directo. En caso de que el beneficiario cambie de empleador o 

entidad pagadora, para efectos de determinar la prelación si se presentan varias 

libranzas, la fecha de recibo de la libranza será la de empleador o entidad 

pagadora original 

Así, se tiene que la norma objeto de estudio establece el marco general de la 

libranza o descuento directo, en la que se concibe como un contrato de crédito 

cuyo pago se efectúa mediante descuentos directos y periódicos, a través de un 

empleador o entidad pagadora, entidad que necesariamente debe permanecer 

dentro de la relación contractual aún frente al cambio de la condición laboral del 

beneficiario. (artículo 2º) 



En ese entendido, para resolver las inquietudes planteadas, procede remitirse a 

las disposiciones transcritas, en particular al artículo 7, el cual impone al 

beneficiario del crédito cuando cambia de empleador, la obligación de informar 

dicha situación a las entidades operadoras con quienes tenga la libranza, desde 

luego que con el fin de mantener la continuidad en el descuento, de acuerdo con 

el consentimiento expreso otorgado por el beneficiario, asalariado, contratista, 

afiliado o pensionado. 

De tal manera que si el beneficiario es un trabajador retirado del servicio y no 

adquiere un nuevo empleo, un contrato o accede a la condición de pensionado, le 

correspondería según la norma al empleador o entidad pagadora retener o 

efectuar los descuentos sobre las sumas de dinero que haya de pagar a su 

beneficiario y que correspondan a la entidad operadora, de acuerdo con los 

términos técnicos establecidos en el acuerdo que deberá constituirse con la 

entidad operadora, en virtud a la voluntad y decisión que toma el beneficiario 

al momento de escoger libremente su operadora de libranza y en el cual se 

establecerán las condiciones técnicas y operativas necesarias para la 

transferencia de los descuentos. Sin embargo, en el evento en que el beneficiario 

no adquiera una nueva vinculación laboral, contractual o adquiera la condición de 

pensionado, a juicio de esta Oficina y son perjuicio obviamente de lo que diga el 

Ministerio del Trabajo frente al caso en particular, podría el empleador, retener de 

las sumas de dinero que haya de pagar a sus asalariados, todos los emolumentos 

que reciba el trabajador como consecuencia de la terminación del contrato. 

Lo anterior toda vez que de aceptarse la continuidad del negocio sin que medie el 

descuento por conducto de una entidad pagadora, dejaría de corresponder a una 

libranza, por faltar un elemento esencial del mismo, cual es el descuento directo, 

tal como se desprende del artículo segundo de la referida ley, que señala las 

definiciones aplicables a los servicios financieros adquiridos mediante libranza o 

descuento directo. 

En punto a este aspecto, cabe traer a colación el concepto emitido por el 

Ministerio del Trabajo sobre la posibilidad de incluír dentro de la autorización de 

descuento o libranza el valor de la liquidación final de salarios y prestaciones 

sociales ( oficio 193287 del 30 de septiembre de 2013): 

 "Finalmente y como quiera que la ley 1527 de 2012 no reguló lo referente a los 

descuentos a la liquidación final de salarios que procede ante la terminación del 

vínculo laboral, considera esta Oficina que al referirse la precitada ley a que el 

pagador tiene el deber de retener o efectuar los descuentos sobre las 'sumas de 

dinero que haya de pagar a sus asalariados' se puede abarcar en tan amplio 

concepto todos los emolumentos que reciba el trabajador como consecuencia de 



la terminación de su contrato de trabajo, sea que los mismos constituyan salario o 

no" 

No obstante lo expuesto es preciso tener en cuenta que la Ley 1429 del 29 de 

diciembre de 2010, por la cual se expide la ley de formalización del empleo, 

establece en su artículo 18 que es prohibido para el empleador deducir, retener o 

compensar suma alguna del salario, sin orden suscrita por el trabajador, para cada 

caso, o sin mandamiento judicial. Sin embargo, debe resaltarse que la norma 

aplica respecto de créditos distintos de los obtenidos a través de una libranza, 

figura que es posterior y cuya regulación es de aplicación preferente cuando el 

crédito se adquiera bajo esta modalidad; de tal manera que si frente al cambio del 

pagador, el beneficiario puede mantener la continuidad en el pago de la 

obligación, podría continuar pagando a través del nuevo pagador; por el contrario, 

el empleador deberá girar al operador las sumas adeudadas de los salarios y 

prestaciones del empleado, al momento de la liquidación. 

En lo que a estos dos últimos interrogantes se refiere, se sugiere formular la 

respectiva inquietud, a la Superintendencia Financiera de Colombia, y/o a la 

Superintendencia de Economía Solidaria y/o a la de Subsidio familiar, por ser 

estas las entidades que vigilan entidades financieras, cooperativas o cajas de 

compensación, respectivamente, las que a juicio de este Despacho, estarían 

habilitadas para restringir el acceso al otorgamiento de una libranza, en los casos 

en que los beneficiarios sin ninguna justificación se nieguen a autorizar la 

liquidación hasta por valor de la deuda, tal y como lo confirma el parágrafo del 

artículo 1 de la Ley 1527 de 2012, cuando establece lo siguiente: “La posibilidad 

de adquirir productos y servicios financieros o bienes y servicios de cualquier 

naturaleza a través de libranza no constituye necesariamente, a cargo del 

operador la obligación de otorgarlos, sino que estarán sujetos a la capacidad de 

endeudamiento del solicitante y a las políticas comerciales del operador.” 

En los anteriores términos su solicitud ha sido atendida, no sin antes manifestarle 

que los alcances del presente oficio son los descritos en el artículo 28 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 


